[image: image1.png]



                Provincia de Buenos Aires

         Honorable Cámara de Diputados

PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires,

D E C  L A R A


 Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los Ministerios de Seguridad y Justicia implementen una reforma integral, para contener la creciente pirámide delictiva  que afecta a la seguridad pública de nuestra provincia, y en especial se requiere activar los mecanismos institucionales para exigir mayor compromiso de los funcionarios judiciales con competencia en materia penal.

          Que específicamente en idéntica inteligencia expresamos nuestra preocupación por los delitos de robos y hurtos reiterados contra la propiedad, en perjuicio de vecinos de la localidad de Chascomús, y propiciamos la evaluación, seguimiento y resoluciones emanadas por funcionarios judiciales en casos de personas reincidentes en la comisión de delitos, dándole en ambos supuestos intervención al Consejo de la Magistratura.

FUNDAMENTOS

Nuevamente debemos centrar la preocupación por la inseguridad creciente que avanza por las calles de nuestra provincia, no siendo grato plantear un punto extremo de descontrol absoluto que involucra a la totalidad de los actores competentes, y si el “sistema” ha colapsado es momento de tomar remedios institucionales y desterrar una reforma penal y judicial que decididamente ha fracasado.

No se puede buscar rédito fácil de ningún tipo, máxime cuando en juego esta la libertad, la vida y los bienes de los bonaerenses pero si requiere de un claro reconocimiento de las falencias de los programas vigentes.

Cabe articular rápidas acciones conjuntas entre los Ministerios de Justicia Seguridad, la representación del Ministerio Público y del Patronato de Liberados para articular respuestas en esta emergencia que azota a nuestra jurisdicción, y para ello los legisladores nos deberemos hacer cargo –obviamente los propiciantes primero- de defectuosas o confusas legislaciones.

 Desde el Ministerio de Justicia se informo oficialmente a la Corte Suprema de la Nación que existen más personas condenadas, cumpliendo su pena fuera de prisión, que dentro de los penales y ello a través de purgar su “sanción” a través de las distintas figuras o sistemas como son la libertad condicional, probation, arresto domiciliario o alguna modalidad alternativa de morigerar las condenas.

 Según dicho informe serian 42.000 las personas beneficiadas, y en tanto 28.000 reclusos son los alojados en unidades penales dependientes de la provincia; a partir de allí surgen variados interrogantes sobre el efectivo control, contención y supervisión de los convictos –a los que les asiste el derecho a la rehabilitación- pero también están los que no admiten dicha posibilidad e integran el camino de la reincidencia permanente.


También deberemos situar nuestra preocupación en exigir mayor compromiso de los funcionarios judiciales con competencia en materia penal, que seguramente han concedido en exceso cada vez más estos remedios constituidos por las penas alternativas, y/o conceden rápidamente las excarcelaciones peticionadas, sin evaluar el riesgo cierto o los peligros que implica dicha medida en el caso concreto.

         Esta realidad me preocupa como vecino de Chascomús en particular, en dónde los cambios producidos en el corriente año –en materia de la cúpula policial y la descentralización de la Fiscalía- no han arrojado resultados positivos; el incremento delictual habla por si mismo y es motivo de sana critica como movilización de los vecinos de nuestra comunidad.      


En los últimos días delitos de robos y hurtos reiterados contra la propiedad, en perjuicio de vecinos de la localidad mencionada, nos llevan a extremar medidas urgentes de coordinación y sin obviar para ello el fortalecimiento de recursos –en materia policial- para lograr una mejor y eficaz prevención.

 
También debe llegar el momento de juzgar acciones y conductas de los actores comprometidos en esta temática, y evaluar en la órbita de la administración cambios rotundos de programas como asimismo de sus ejecutores; en tanto propiciamos la evaluación, seguimiento y resoluciones emanadas por funcionarios judiciales en casos de personas reincidentes en la comisión de delitos, dándole en ambos supuestos intervención al Consejo de la Magistratura y sancionar casos flagrantes de morosidad o pereza en el funcionamientos de los distintos órganos encargados de impartir justicia.


Participamos de la idea de que este diagnóstico es común a la geografía provincial, siendo más creciente y comprometida la situación reinante en los grandes conglomerados urbanos (Gran Buenos Aires centralmente), y en donde se impone priorizar los aspectos ligados control social y político de los funcionarios policiales, la intervención adecuada de los Municipios bonaerenses y los sectores que integran la oposición legislativa, para constituir de una vez por todas una política de estado racional, con consenso y continuidad en el tiempo.


Es momento de definiciones. El gobierno del Ingeniero Solá debe hacerse cargo de la responsabilidad absoluta e indelegable en materia de seguridad ciudadana, y evitar los padecimientos de nuestros vecinos merece de rápidas respuestas.


Por las consideraciones expuestas solicito la aprobación del presente proyecto. 
 

